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Acta N° 0074
AUDIENCIA PARA PROFERIMIENTO DE AUTO INTERLOCUTORIO


En Pereira (Risaralda), a los dieciséis (10) días del mes de septiembre del año dos mil nueve (2009), siendo las dos y treinta de la tarde (02:30 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó, en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor  VÍCTOR DANIEL GONZÁLEZ BUITRAGO contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude al siguiente auto interlocutorio:

I. LA PROVIDENCIA APELADA

La juez de primera instancia mediante auto interlocutorio resolvió la objeción de costas que propuso el apoderado de la parte demandante que -según la A quo- se sustentó en la aplicación del Acuerdo 1887 de 2003 el cual no establece una tarifa exacta para la tasación de las agencias en derecho por tal razón es necesario acudir al Artículo 3 del mismo Acuerdo, y tener en cuenta la actividad desplegada por el apoderado  dentro del proceso, además de “otros factores que permiten arrojar un resultado que no es taxativo”.

II. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido la parte actora presentó recurso de apelación contra el auto proferido el día 19 de mayo de 2009 (fl. 16 y s.s.), donde se decidió negar la objeción de costas y aprobar la liquidación.

Los argumentos expuestos en la alzada se centran en exponer que para el reconocimiento de las agencias en derecho debe tenerse en cuenta que en la sentencia el despacho ordenó a la entidad accionada el pago de una prestación periódica a favor del actor, lo que de conformidad Acuerdo 1887 de 2003 Artículo 2.1.1, corresponde “hasta el veinticinco por ciento (25%) del valor de las prestaciones reconocidas en la sentencia. Si esta, además reconoce obligaciones de hacer, se incrementará hasta cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes”.

III. CONSIDERACIONES

· Problema jurídico por resolver.

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

· ¿Cuál es la norma que fija las agencias en derecho en materia laboral, cuando se trata del reconocimiento de prestaciones periódicas?

El establecimiento de las tarifas de agencias en derecho está determinado por el numeral 3º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el artículo 43 de la Ley 794 de 2.003, a su vez reglamentado por el Acuerdo 1887 de 26 de junio 2.003 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, en cuyo artículo 6°; el ordinal 2 se refirió, concretamente a los procesos laborales.

Para el asunto sometido a estudio tenemos que con auto de 30 de abril de 2.009 (fl. 12) se ordenó que por la Secretaria del Juzgado de conocimiento se practicara la liquidación de costas a cargo de la demandada, disponiendo que las agencias en derecho se establecían en la suma de $ 993.800.oo, según los parámetros del numeral 2.1.2 del artículo 6° del Acuerdo en cita, mismo que establece el monto a fijar por concepto de agencias en derecho en los procesos de primera instancia que fueron favorables al trabajador y que a la letra reza:

“2.1. PROCESO ORDINARIO

 2.1.2. A favor del empleador:
Única instancia: Hasta dos (2) salarios mínimos mensuales legales vigentes. 

Primera instancia: Hasta cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes. 

Segunda instancia: Hasta dos (2) salarios mínimos mensuales legales vigentes. 

PARÁGRAFO. En los eventos en que las partes sean entidades administradoras,  o éstas y el empleador, se aplicarán las tarifas del numeral 2.1.2.”

La sentencia de primera instancia fechada 24 de abril de 2.009, dispuso condenar al Instituto de Seguros Sociales a pagar a favor del actor la suma de $2.520.917 correspondiente al incremento pensional reconocido desde el 21 de octubre de 2005 y hasta el mes de marzo de 2009, así como los que en el futuro se generen siempre y cuando permanezcan las causas que le dieron origen.


Inconforme con la tasación de las agencias en derecho, la parte actora solicitó la reforma de las mismas, pero la funcionaria de primera instancia se reafirmó en las consideraciones que tuvo en su momento para fijarlas, frente a lo cual se hizo uso del recurso de apelación, exponiendo que la disposición que debía aplicarse era la del numeral 2.1.1 del Acuerdo 1887 de 2003.

De acuerdo con lo anterior, corresponde a esta Colegiatura determinar si la norma aplicada por la a-quo fue la correcta o si por el contrario es la indicada por el recurrente.


En el caso de marras, la sentencia proferida el 24 de abril de 2009, lo fue dentro de un proceso ordinario que reconoció el derecho a incrementos pensionales, esto es, reconoció prestaciones periódicas a favor del trabajador demandante.


Con la información anterior y de la simple lectura del Acuerdo 1887 de 2003, mediante el cual el Consejo Superior de la Judicatura estableció las tarifas de agencias en derecho, se colige que efectivamente la norma aplicada por la a-quo para fijar las agencias en derecho dentro del presente asunto –numeral 2.1.2-,  no fue acertada, porque allí expresamente se indica que es para el caso de condenas a favor del empleador y aquí sucede todo lo contrario, porque fue el trabajador demandante el que salió avante en sus pretensiones.  

Hasta este punto queda claro que el numeral 2.1.2 del Acuerdo 1887 de 2003, no debió aplicarse para la fijación de las agencias en derecho en favor del señor González Buitrago, así que se procederá a examinar la traída a colación en la alzada por el demandante, así:
“2.1.1. A favor del trabajador:

(…) 

Primera instancia.
Hasta el veinticinco por ciento (25%) del valor de las pretensiones reconocidas en la sentencia. Si ésta, además, reconoce obligaciones de hacer, se incrementará hasta cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes por este concepto. 

(…)”

PARÁGRAFO. Si la sentencia reconoce prestaciones periódicas, hasta veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vigentes.”

La norma transcrita regula específicamente lo relacionado con la fijación de costas cuando se trata del reconocimiento de prestaciones periódicas –como el presente asunto-, por lo que con base en ella, se dedicará esta sala de decisión ha establecer el quantum de las agencias en derecho, para lo cual tendrá en cuenta la naturaleza del asunto, calidad y duración de la gestión ejecutada por el apoderado, la cuantía de la pretensión y las demás circunstancias relevantes conforme a la equidad y razonabilidad (artículo 3° Acuerdo 1887 de 2003).

La imposición del máximo señalado para las agencias en derecho debe obedecer a un proceso que por su naturaleza es complejo, a un debate probatorio de calidad y cantidad apreciable que obligan un gran esfuerzo profesional. 


El juez, con los criterios de gradualidad discrecional de que goza conforme a la naturaleza del asunto, la calidad y duración de la gestión del abogado y la cuantía de las pretensiones, como lo ordena el artículo 3º del Acuerdo 1887 de 2003 del Consejo Superior de la Judicatura, Sala Administrativa, puede moverse dentro de los márgenes normativos que, en este caso concreto, es “hasta veinte (20) salarios mínimos mensuales vigentes”. 


Advierte la Sala que el presente proceso no presentó mayor grado de dificultad, ni el debate probatorio se tornó extenso, así como tampoco hubo lugar al tramite de una segunda instancia, lo que implicaría en tal caso, mayor despliegue en la actividad del togado, por lo que ha de decirse que la tasación correcta por tratarse del reconocimiento de prestaciones periódicas, es igual al valor de cinco salarios mínimos mensuales legales vigentes, que equivalen a la suma de $ 2´484.500.00. 


Consecuentemente con lo anterior, se incrementará la tasación de las agencias en derecho realizadas en primera instancia.   


En consideración a lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,  
RESUELVE

PRIMERO: Por las razones expuestas en la parte considerativa de esta providencia REVOCAR el auto de 19 de mayo de 2009, motivo de apelación.
SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración, FIJAR como agencias en derecho a favor de la parte actora y en contra del Instituto de Seguros Sociales, el valor de cinco salarios mínimos mensuales legales vigentes, que equivalen a la suma de $ 2´484.500.00.
Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 
  
     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

(Impedido)

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria
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